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Juzgado de Primera Instancia nº 8 de Reus 
Avenida Maria Fortuny, 73 - Reus   - C.P.: 43204 

 TEL.: 977081765
FAX: 977594746
EMAIL:instancia8.reus@xij.gencat.cat

N.I.G.: 4312342120258110383

Juicio verbal (Acciones individuales relativas a condiciones generales de 
contratación art.250.1.14) 473/2025 -A
-
Materia: Condiciones grales. incluidas contratos financiaamiento con garantías reales inmob. Persona física

Entidad bancaria BANCO SANTANDER:
Para ingresos en caja. Concepto: 5451000000047325
Pagos por transferencia bancaria: IBAN ES55 0049 3569 9200 0500 1274.
Beneficiario: Juzgado de Primera Instancia nº 8 de Reus
Concepto: 5451000000047325

Parte demandante/ejecutante: 
 Procurador/a: Josep Farre Lerin, Josep Farre 
Lerin Abogado/a: JOSE EDUARDO RODRIGUEZ 
DE BRUJON FERNANDEZ

Parte demandada/ejecutada: 
 Procurador/a: Alejandro Villalba Rodriguez A
bogado/a: 

SENTENCIA  Nº 235/2025

Jueza: Blanca Machin Serrano 
Reus, 25 de junio de 2025

Vistos  por  Dª  BLANCA  MACHÍN  SERRANO,  Juez  del  Juzgado  de  Primera 
Instancia nº8 de Reus, los presentes del auto del  Juicio Verbal  nº  473/2024; 
promovidos por ............................................................................, representado 

por el Procurador D. Josep Farré Lerín y defendido por el Letrado D.  Eduardo 

Rodríguez Brujón Fernández;  contra  Banco representada por el Procurador D. 

Alejandro Villalba Rodríguez y defendido por el Letrado D. Joaquín Cardenal 

Urdampilleta. 

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.-  El Procurador de los Tribunales D. Josep Farré Lerín  actuando en 
representación de .................................................................., presentó demanda 

de juicio verbal frente a Banco........................... En ella tras exponer los 

elementos de hecho y derecho que estimó pertinentes, solicitó

Referencia

Cliente

Letrado

Procedimiento

Notificación Resolución

Procesal

JOSEP FARRÉ LERÍN 25/17015

ALVARO LOBATO GIMENEZ

EDUARDO RODRIGUEZ DE BRUJON FERNANDEZ

473/25 JUZGADO 1ª INSTANCIA Nº 8 DE REUS

01/07/2025 25/06/2025
29/07/2025 PLAZO:FINE RECURSO . Plazo 20 días
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de este  Juzgado  se  dictara  sentencia  por  la  que:  1)  Se  declare  el  carácter 
abusivo  de  las  siguientes  cláusulas:  cuarta  de  comisión  de  apertura  y  de 
reclamación de posiciones deudoras, quinta de gastos, sexta de intereses de 
demora,  sexta  bis  de  vencimiento  anticipado  y  decimocuarta  de  datos  de 
carácter  personal;  2)  Se  condene  a  la  demandada  a  la  devolución  de  las 
cantidades conforme a la jurisprudencia imperante,  más los intereses legales 
desde el cargo en cuenta de cada uno de los importes hasta la devolución total 
de los mismos por parte del banco; 3)  Se condene a la demandada al pago de 
las costas. 

SEGUNDO.- Admitida la demanda a trámite por decreto de fecha de 19.03.2025, 
se presentó por la representación procesal  de  ........................ escrito de 
contestación a la demanda antes indicada con los hechos y fundamentos de 

derecho que estimó pertinentes, solicitó de este Juzgado que se dictara 

sentencia  por  la  que  se  desestime  íntegramente  la  demanda,  con expresa 

condena en costas a la parte actora. 

TERCERO.- Las partes no solicitaron la celebración de Vista, quedando los 
autos para dictar la correspondiente Sentencia.

CUARTO. -  Que en la sustanciación del presente juicio se han observado todas 
las prescripciones legales.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO. – La parte actora interpone la presente demanda que tiene por objeto 
que se declare la nulidad de varias de las clausulas contenidas en la escritura de 
préstamo hipotecario suscrita entre las partes en fecha de 23 de julio de 2013, 
en concreto de la cláusula cuarta de comisión de apertura y de reclamación de 
posiciones deudoras, quinta de gastos, sexta de intereses de demora, sexta bis 
de vencimiento anticipado y decimocuarta de datos de carácter personal. 
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Frente a ello, la parte demandada se allana a la nulidad de la cláusula gastos, si

bien alega la prescripción de la acción de restitución, así como, que solo procede

la restitución de la cantidad de 786,81 euros, que se corresponde con la mitad de

los gastos de notaría y el 100% de los gastos de registro y gestoría. Por otra

parte, no se pronuncia sobre el resto de cláusulas cuya nulidad interesa la parte

demandante. 

SEGUNDO.-  En  cuanto  a  la  cláusula  gastos,  la  parte  demandada  alega  la

prescripción de la acción de restitución, así como, que solo procede la restitución

de la cantidad de 786,81 euros, que se corresponde con la mitad de los gastos

de notaría y el 100% de los gastos de registro y gestoría. 

Al  respecto  de  esta  cuestión,  es  preciso  destacar  la  reciente  Sentencia  nº

857/2024, de la Sala Primera del Tribunal Supremo, de fecha de 14 de junio de

2024,  que  establece  que  “TERCERO.-  Prescriptibilidad  de  la  acción  de

restitución de gastos hipotecarios indebidamente abonados por el consumidor  

1.-  Las partes tampoco discuten la conclusión de la sentencia recurrida relativa

a que, si bien la acción de nulidad de la cláusula de gastos es imprescriptible, no

sucede lo mismo con la acción de restitución.

2.-  Esta cuestión no solo queda al margen del debate por el acuerdo de las

partes,  sino  porque,  ya  con  anterioridad  al  planteamiento  de  la  petición  de

decisión prejudicial  por  esta   sala,  era pacífica tanto en la jurisprudencia del

TJUE  (SSTJUE  de  6  de  octubre  de  2009,  C-40/08  ,     Asturcom

Telecomunicaciones ; 9 de julio de 2020, C-698/18  y  C-699/18 ,  Raiffeisen ; 16

de julio de 2020,  C-224/19  y  C259/19 ,  Caixabank ; 22 de abril de 2021,  Profi

Credit Slovakia  ,   C-485/19  ; y 10 de junio de 2021, asuntos acumulados   C-

776/19  a  C-782/19 ,  BNP Paribas Personal Finance  ), como de  esta sala (por

todas, sentencia 747/2010, de 30 de diciembre).

3.-  Conforme a esa jurisprudencia comunitaria, la  Directiva 93/13/CEE , de 5 de

abril, sobre cláusulas abusivas en contratos celebrados con consumidores, no se

opone  a  una  normativa  nacional  que,  al  mismo  tiempo  que  establece  la

imprescriptibilidad de la acción destinada a declarar la nulidad de una cláusula
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abusiva incluida en un contrato celebrado entre un profesional y un consumidor,

somete a un plazo de prescripción la acción dirigida a hacer valer los efectos

restitutorios de esa declaración.

CUARTO.- El día inicial del cómputo del plazo de la acción de restitución de las

cantidades  que  la  entidad  prestamista  debe  abonar  al  prestatario  tras  la

anulación de la cláusula de gastos de un contrato de préstamo hipotecario. La

jurisprudencia  del  TJUE anterior  al  planteamiento  de  la  petición  de  decisión

prejudicial. 

1.-   Las mencionadas SSTJUE anteriores al  planteamiento de la  petición de

decisión  prejudicial  no  solo  consideraron  que  era  posible  la  declaración  de

prescripción de la acción de restitución, pese a que la acción de nulidad fuera

imprescriptible, sino que establecieron las condiciones en que la aplicación del

plazo  de  prescripción  debía  aplicarse  para  salvaguardar  los  principios  de

equivalencia y efectividad.

2.-  En particular, establecieron que:

(i) El  plazo de prescripción  no debe ser  menos favorable  que el  aplicable a

recursos similares de carácter interno y no debe imposibilitar en la práctica ni

dificultar  excesivamente  el  ejercicio  de  los  derechos  conferidos  por  el

ordenamiento jurídico de la Unión. (ii) (iii) La   Directiva (93/13  ), así como los

principios  de  equivalencia  y  de  efectividad,  se  oponen  a  una  interpretación

jurisdiccional  de  la  normativa  nacional  según  la  cual  la  acción  judicial  de

restitución de las cantidades pagadas indebidamente con arreglo a una cláusula

abusiva quede sujeta a un plazo de prescripción que empiece a correr desde la

fecha  de  cumplimiento  íntegro  de  ese  contrato  cuando  se  presume,  sin

necesidad  de  verificación,  que  en  esa  fecha  el  consumidor  debería  tener  o

debería  haber  tenido  conocimiento  del  carácter  abusivo  de  la  cláusula  en

cuestión o cuando, para acciones similares basadas en ciertas disposiciones del

Derecho interno, ese mismo plazo únicamente empieza a correr a partir de la

declaración judicial de la causa de esas acciones. (iv)

QUINTO.-La petición de decisión prejudicial y la respuesta del TJUE 
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1.-  La petición de decisión prejudicial de esta sala se planteó en los siguientes

términos:

«1.- ¿Es conforme con el principio de seguridad jurídica interpretar los  artículos

6.1  y  7.1 de la Directiva 93/13/CEE del Consejo, de 5 de abril de 1993 , sobre

cláusulas abusivas en los contratos con consumidores, en el sentido de que el

plazo de prescripción de la acción para reclamar lo pagado en virtud de una

cláusula abusiva no comienza a correr hasta que por sentencia firme se haya

declarado la nulidad de dicha cláusula?. 

»2.- Si tal interpretación no fuera conforme con el principio de seguridad jurídica,

¿se opone a los mencionados artículos de la referida Directiva una interpretación

que considere día inicial del plazo de prescripción la fecha de las sentencias del

Tribunal  Supremo  que  fijaron  doctrina  jurisprudencial  sobre  los  efectos

restitutorios (sentencias de 23 de enero de 2019)?

»3.  -  Si tal interpretación se opusiera a los referidos artículos, ¿se opone a los

mismos una interpretación que considere día inicial del plazo de prescripción la

fecha de las sentencias del Tribunal de Justicia que declararon que la acción de

restitución podía estar sujeta a un plazo de prescripción (básicamente,  SSTJUE

de 9 de julio de 2020 , Raiffeisen Bank SA , asuntos acumulados C-698/10  y

699/18; o  de 16 de julio de 2020,  Caixabank SA,  asuntos acumulados C224/19

y  C- 259/19 , que confirma la anterior?».

2.-  La STJUE de 25 de abril de 2024. C-561/21, dio las siguientes respuestas:

«1) Los  artículos 6, apartado 1 , y  7, apartado 1, de la Directiva 93/13/CEE del

Consejo, de 5 de abril de 1993 , sobre las cláusulas abusivas en los contratos

celebrados con consumidores, así como el principio de seguridad jurídica, deben

interpretarse en el sentido de que no se oponen a que el plazo de prescripción

de una acción de restitución de gastos que el consumidor ha abonado en virtud

de  una  cláusula  contractual  cuyo  carácter  abusivo  se  ha  declarado  por

resolución  judicial  firme  dictada  con  posterioridad  al  pago  de  tales  gastos

comience a correr en la fecha en que esa resolución haya adquirido firmeza, sin

perjuicio de la facultad del profesional de probar que ese consumidor tenía o

podía razonablemente tener conocimiento del carácter abusivo de la cláusula en

cuestión antes de dictarse dicha resolución.
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»2) Los  artículos 6, apartado 1 , y  7, apartado 1, de la Directiva 93/13  deben

interpretarse en el sentido de que se oponen a que el plazo de prescripción de

una acción de restitución de gastos que el consumidor ha abonado en virtud de

una cláusula de un contrato celebrado con un profesional cuyo carácter abusivo

se ha declarado por resolución judicial firme dictada con posterioridad al pago de

tales  gastos  comience  a  correr  en  la  fecha,  anterior,  en  la  que  el  tribunal

supremo nacional dictó, en otros asuntos, una serie de sentencias en las que

declaró abusivas ciertas cláusulas tipo que se corresponden con la cláusula en

cuestión de ese contrato.

»3) Los  artículos 6, apartado 1 , y  7, apartado 1, de la Directiva 93/13  deben

interpretarse en el sentido de que se oponen a que el plazo de prescripción de

una acción de restitución de gastos que el consumidor ha abonado en virtud de

una cláusula de un contrato celebrado con un profesional cuyo carácter abusivo

se ha declarado por resolución judicial firme comience a correr en la fecha de

determinadas  sentencias  del  Tribunal  de  Justicia  que  confirmaron  que,  en

principio,  los  plazos  de  prescripción  para  las  acciones  de  restitución  son

conformes con el Derecho de la Unión, siempre que respeten los principios de

equivalencia y de efectividad».

SEXTO. -    Otros pronunciamientos concordantes del TJUE en la misma materia

1.-  Junto con la  sentencia de 25 de abril de 2024, C-561/21, que dio respuesta

a la petición de decisión prejudicial planteada por esta sala, el TJUE  ha dictado

en fechas próximas otras dos sentencias sobre la misma materia: la  STJUE de

25 de enero de 2024, asuntos acumulados C-810/21 ,  C-811/21 ,  C-812/21  y

C-813/21  (en contestación a sendas cuestiones prejudiciales planteadas por la

Sección 15ª de la Audiencia Provincial de Barcelona) y la  STJUE de 25 de abril

de  2024,  C484/21   (que  responde  una  cuestión  prejudicial  elevada  por  el

Juzgado de Primera Instancia núm. 20 de Barcelona).

2.-  En la   STJUE de 25 de enero de 2024, asuntos acumulados C-810/21  ,

C811/21 ,  C-812/21  y  C-813/21 , el tribunal falló lo siguiente:

«1. Los  artículos 6, apartado 1 , y  7, apartado 1, de la Directiva 93/13/CEE del

Consejo, de 5 de abril de 1993 , sobre las cláusulas abusivas en los contratos
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celebrados con consumidores, en relación con el principio de efectividad, deben

interpretarse en el sentido de que se oponen a una interpretación jurisprudencial

del  Derecho nacional  según la  cual,  a  raíz  de  la  anulación  de una cláusula

contractual  abusiva  por  la  que  se  imponen  al  consumidor  los  gastos  de

formalización  de  un  contrato  de  préstamo  hipotecario,  la  acción  restitutoria

relativa a tales gastos está sujeta a un plazo de prescripción de diez años a

contar desde que la referida cláusula agota sus efectos con la realización del

último pago de dichos gastos, sin que se considere pertinente a estos efectos

que  ese  consumidor  conozca  la  valoración  jurídica  de  esos  hechos.  La

compatibilidad de las normas por las que se rige un plazo de prescripción con las

citadas disposiciones debe apreciarse teniendo en cuenta el conjunto de esas

normas.

»2. La  Directiva 93/13  debe interpretarse en el sentido de que se opone a una

interpretación  jurisprudencial  del  Derecho  nacional  según  la  cual,  para

determinar  el  inicio  del  cómputo  del  plazo  de  prescripción  de  la  acción  que

puede  ejercitar  el  consumidor  para  obtener  la  restitución  de  las  cantidades

pagadas indebidamente con arreglo a una cláusula contractual abusiva, puede

considerarse que la existencia de una jurisprudencia nacional consolidada sobre

la nulidad de cláusulas similares constituye una prueba de que se cumple el

requisito relativo al conocimiento, por el consumidor de que se trate, del carácter

abusivo de esa cláusula y de las consecuencias jurídicas que se derivan de

ella».

3.-  A su vez, la  STJUE de 25 de abril de 2024, C-484/21 , declaró:

«1) Los  artículos 6, apartado 1 , y  7, apartado 1, de la Directiva 93/13/CEE del

Consejo, de 5 de abril de 1993 , sobre las cláusulas abusivas en los contratos

celebrados  con  consumidores,  a  la  luz  del  principio  de  efectividad,  deben

interpretarse en el sentido de que se oponen a que el plazo de prescripción de

una  acción  de  restitución  de  gastos  que  el  consumidor  ha  abonado,  en  el

momento de la celebración de un contrato con un profesional, en virtud de una

cláusula  contractual  cuyo  carácter  abusivo  se  ha  declarado  por  resolución

judicial firme dictada con posterioridad al pago de esos gastos comience a correr

en la fecha de ese pago, con independencia de si ese consumidor tenía o podía

razonablemente tener conocimiento del carácter abusivo de esa cláusula desde
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el momento de dicho pago, o antes de que por esa resolución se declarara la

nulidad de dicha cláusula.

»2) Los  artículos 6, apartado 1 , y  7, apartado 1, de la Directiva 93/13  deben

interpretarse en el sentido de que se oponen a que el plazo de prescripción de

una acción de restitución de gastos que el consumidor ha abonado en virtud de

una cláusula de un contrato celebrado con un profesional cuyo carácter abusivo

se ha declarado por resolución judicial firme comience a correr en la fecha en la

que el tribunal supremo nacional dictó una sentencia anterior, en otro asunto, en

la que declaró abusiva una cláusula tipo que se corresponde con esa cláusula de

ese contrato».

SÉPTIMO.-    Aplicación al caso de la jurisprudencia del TJUE  

1.-  Cuando se planteó por esta sala la petición de decisión prejudicial eran dos,

básicamente, las cuestiones a resolver: (i) cómo salvar la aparente contradicción

(aporía) entre el  hecho de que la acción de nulidad de la cláusula de gastos

fuera imprescriptible y la acción de restitución, que sí lo era, no comenzara hasta

que  se  resolviera  la  primera;  y  (ii)  cuál  sería  el  dato  fundamental  de

cognoscibilidad por parte del consumidor de la abusividad de la cláusula que

permitiría fijar el día inicial del plazo de prescripción de la acción de restitución

conforme al  art. 1969 CC  (el «día en que [las acciones] pudieron ejercitarse»).

2.-   La  jurisprudencia  del  TJUE sobre  esta  materia  y  muy  especialmente  la

STJUE de 25 de abril de 2024 (C-561/21  ) que da respuesta a nuestra petición

de decisión prejudicial, ha establecido, resumidamente, que:

(i) La   Directiva  93/13   no  se  opone a  que  la  prescripción  de la  acción  de

reclamación de gastos hipotecarios comience el día en que adquirió firmeza la

sentencia que declaró el carácter abusivo de la cláusula de gastos, por ser el

momento en que el consumidor tiene un conocimiento cierto de la irregularidad

de la cláusula; y sin que esto atente al principio de seguridad jurídica, pues es el

propio  profesional  el  que,  prevaliéndose  de  su  posición  de  superioridad,  ha

generado una situación que la  Directiva 93/13  prohíbe y pretende evitar. (ii) (iii)

Ello, sin perjuicio de que el profesional tenga la facultad de probar, en cada caso,

que ese consumidor  tenía  o podía  razonablemente  tener  conocimiento de la
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abusividad  de  la  cláusula  antes  de  dictarse  una  sentencia  que  declare  su

nulidad, aportando al  efecto pruebas concretas sobre sus relaciones con ese

consumidor, de conformidad con el régimen nacional de la prueba que resulte de

aplicación. De hecho, en la formulación realizada por el TJUE, esta facultad del

profesional se erige como el único límite a que las acciones restitutorias sean

imprescriptibles. (iv) (v) No cabe computar el plazo desde la fecha en la que el

Tribunal Supremo dictó una serie de sentencias en las que declaró abusivas ese

tipo de cláusulas, o desde la fecha de determinadas sentencias del TJUE que

confirmaron que, en principio, los plazos de prescripción para las acciones de

restitución son conformes con el Derecho de la Unión, siempre que respeten los

principios de equivalencia y de efectividad. Porque la declaración de abusividad

de un tipo de cláusula no entraña la de todas las cláusulas de esa clase, sino

que el examen de la abusividad debe realizarse, caso por caso, considerando

todas las circunstancias que concurran en su celebración, por lo que no cabe

presumir  que  una  determinada  cláusula  contractual  es  abusiva,  pues  tal

calificación puede depender de las circunstancias específicas de la celebración

de  cada  contrato  y,  especialmente,  de  la  información  concreta  que  cada

profesional haya proporcionado a cada consumidor. (vi) Además, como añaden

las SSTJUE de 25 de abril de 2024 (párrafo 41, en dictada en el asunto C 484/21

,  y   48,  en  la  dictada  en  el  asunto  C  561/21   ),  a  falta  de  obligación  del

profesional de informar al consumidor sobre esta cuestión, no cabe presumir que

el consumidor pueda razonablemente tener conocimiento de que una cláusula

contenida en su contrato tiene un alcance equivalente al de una cláusula tipo

que el tribunal supremo nacional ha declarado abusiva.

3.-  No corresponde a esta sala hacer consideraciones de orden doctrinal sobre

el contenido de esa jurisprudencia del TJUE, ni sobre sus implicaciones en el

sistema general de Derecho privado de los diferentes Estados miembros de la

Unión. Tampoco optar por soluciones no previstas en el ordenamiento jurídico

español,  por  más  que,  de  lege  ferenda  ,  pudieran  resultar  plausibles  o

convenientes.

Igualmente,  tampoco  procede  plantear  una  nueva  petición  de  decisión

prejudicial, como sugiere la parte demandada en su escrito de alegaciones tras

el dictado de la sentencia por el TJUE. Consideramos que con la jurisprudencia
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del   TJUE a que hemos hecho ya referencia la cuestión constituye ya un acto

aclarado (STJ de 6 de octubre de 1982,  Cilfit  , C-283/81 , y   STJUE de 6 de

octubre  de 2021,   Consorzio  Italian  Management  e  Catania  Multiservizi  ,  C-

561/19) .

Por ello, únicamente procede dictar una sentencia que asuma lo resuelto por el

TJUE (por todas,  SSTJUE de 5 de octubre de 2010,  Elchinov , C-173/09 ; de 19

de abril de 2016,  DI , C-441/145; y  de 1 de julio de 2016,  Ognyanov , C-614/14

); y cumplir la función que, como tribunal de casación, nos corresponde en orden

a la  armonización de la  interpretación del  Derecho nacional  y  en aras de la

seguridad jurídica (   SSTJUE de 7 de agosto  de 2018,  asuntos acumulados

C96/16  y  C- 94/17 , y 14 de marzo de 2019,  C-118/17).

4.-  En consecuencia, salvo en aquellos casos en que la entidad prestamista

pruebe  que,  en  el  marco  de  sus  relaciones  contractuales,  ese  concreto

consumidor pudo conocer en una fecha anterior que esa estipulación (cláusula

de gastos) era abusiva, el día inicial del plazo de prescripción de la acción de

restitución de gastos hipotecarios indebidamente pagados por un consumidor

será el de la firmeza de la sentencia que declara la nulidad de la cláusula que

obligaba a tales pagos”.

Como consecuencia  de  todo  lo  expuesto,  procede  declarar  la  nulidad  de  la

cláusula gastos y condenar a la demandada a pagar a la actora la cantidad de

786,81 euros, de conformidad con las facturas aportadas en el Documento nº4

de la demanda. 

TERCERO.-  Por  otra  parte,  la  parte  demandante  interesa  la  nulidad  de  la

cláusula de comisiones por posiciones deudoras inserta en la cláusula cuarta de

la escritura de préstamo hipotecario suscrita por las partes. 

Al  respecto  de  esta  cuestión,  el  Tribunal  Supremo  establece  la  normativa

bancaria  aplicable  en  materia  de  comisiones,  y  en  concreto  la  Sentencia

nº431/2020, de 15 de julio, dispone que  “1.- La legislación financiera contiene

normas de transparencia destinadas a la protección del cliente de los servicios

bancarios, más allá de la legislación general de defensa de los consumidores,

que se han venido desplegando a través del desarrollo del art. 48.2 de la Ley
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26/1988,  de 29 de julio,  sobre Disciplina e Intervención de las Entidades de

Crédito. Este precepto, respondiendo a la citada finalidad, y sin perjuicio de la

libertad de contratación, facultó al Ministerio de Economía para dictar las normas

necesarias para dotar  de transparencia las relaciones entre las entidades de

crédito y sus clientes. 

Al amparo de la citada norma, del art. 29.2 de la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de

Economía Sostenible, y de la disposición adicional primera de la Ley 41/2007, de

7  de diciembre,  por  la  que  se  modifica  la  Ley 2/1981,  de  25  de  marzo,  de

Regulación del Mercado Hipotecario y otras normas del sistema hipotecario y

financiero, se dictó la Orden EHA/2899/2011, de 28 de octubre, de transparencia

y protección del cliente de servicios bancarios. 

Bajo el amparo de las referidas normas legales, la normativa bancaria básica

sobre comisiones está constituida por la citada Orden EHA/2899/2011, junto con

la Circular 5/2012 del Banco de España de 27 de junio, a entidades de crédito y

proveedores de servicio de pago, sobre transparencia de los servicios bancarios

y responsabilidad en la concesión de préstamos, y por la Orden EHA/1608/2010,

de  14  de  junio,  sobre  transparencia  de  las  condiciones  y  requisitos  de

información aplicables a los servicios de pago, que regula la transparencia de los

servicios de pago sujetos a la Ley 16/2009, de 13 de noviembre, de servicios de

pago (actualmente Real Decreto-ley 19/2018, de 23 de noviembre, de servicios

de pago y otras medidas urgentes en materia financiera). A su vez, el art. 1.4 de

la Ley 16/2009 (actualmente el art. 2.3 del RDL 19/2018) deja a salvo lo previsto

en la legislación sobre contratos de crédito al consumo (actualmente integrada

por la Ley 16/2011, de 24 de junio). 

2.-  Conforme  a  esta  normativa,  para  que  las  entidades  puedan  cobrar

comisiones a  sus clientes  deben cumplirse dos requisitos:  que retribuyan un

servicio real prestado al cliente y que los gastos del servicio se hayan realizado

efectivamente.  Bajo  estas  dos  premisas,  las  entidades  bancarias  no  pueden

cobrar  por  servicios  que  no  hayan  solicitado  o  aceptado  los  clientes,  que

deberán haber sido informados personalmente y por anticipado del importe que
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van a tener que pagar por ese servicio. Destaca el Tribunal Supremo que esta

comisión no puede aplicarse de manera automática.”

Por su parte, la Audiencia Provincial de Tarragona, en concreto la Sección 1ª, en

su Sentencia de fecha de 12 de abril de 2023, que “6.- Comisión por posiciones

deudoras.  Esta  Sala  ya  se  ha  pronunciado  sobre  este  punto  en  varias

resoluciones (SAP núm. 344/2012, de 3 septiembre; núm. 262/2015, de 19 junio,

AAP núm.  190/2016,  de  20  octubre,  entre  los  más  recientes),  considerando

abusivo establecer una cantidad fija al margen de su coste real, que es lo que se

puede reclamar, pues cualquier comisión que las entidades bancarias repitan a

sus clientes debe corresponder a la prestación de un servicio real acreditado,

según  se  infiere  del art.  244  C.co y  de  la  naturaleza  bilateral  y  contra

prestacional de la comisión, también cuestionada en la Memoria del Banco de

España de 2011 por idénticas razones. Por lo que procede la declaración de

nulidad de esta cláusula”. 

Asimismo, la Sentencia de la misma Sección del 19 de junio de 2015 establece

que “CUARTO.- En relación al importe de 540 Euros en concepto de comisión

por  reclamación  de  deuda,  el  recurso  debe  ser  estimado  en  tanto  que  se

considera abusivo el establecer una cantidad fija al margen del coste real, que

es  lo  que  se  puede  repercutir,  pues  cualquier  comisión  que  las  entidades

bancarias repercutan en los clientes debe corresponder a la prestación de un

servicio real acreditado, que es el que se remunera, según se infiere del artículo

277 del Código del Comercio y de la naturaleza bilateral y contra prestacional de

la propia comisión.

En  relación  con  la  comisión  de  reclamaciones  de  posiciones  deudoras,  la

Memoria del Servicio de Reclamaciones del Banco de España correspondiente

al año 2011 dice: "Esta comisión constituye una práctica bancaria habitual, que

tiene por objeto el cobro de los costes en que ha incurrido la entidad al efectuar

las reclamaciones necesarias para la recuperación de los saldos deudores de

su(s) cliente(s). Ahora bien, desde la óptica de las buenas prácticas bancarias y

ante  la  dificultad  de  las  entidades  de  determinar  a  priori,  y  de  justificar,  a

posteriori,  para  cada  caso  concreto,  la  existencia  efectiva  de  gestiones  de
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reclamación,  es  criterio  del  Servicio  de  Reclamaciones  que  su  adeudo  solo

puede ser posible si, además de aparecer recogido en el contrato, se acredita

que  su  devengo  está  vinculado  a  la  existencia  efectiva  de  gestiones  de

reclamación realizadas ante el cliente deudor (algo que, a juicio de este Servicio,

no está justificado con la simple remisión de una carta periódicamente generada

por el ordenador). En el presente caso, no constando tal actividad de la entidad

acreedora para reclamar la cantidad adeudada no procede estimar el devengo

de dicha comisión”.

En el presente caso, en la escritura de préstamo hipotecario,  suscrita por las

partes,  y  aportada en el  Documento  nº2  de la  demanda,  se establece en la

cláusula 4 de gastos que “por cada reclamación de impago de cuotas que debe

de realizar el Banco percibirá una comisión de 30,00 euros que se cobrará con la

primera reclamación de cada una de ellas”.  

Por tanto, de conformidad con todo lo expuesto, procede declarar la nulidad de

cláusula que regula las posiciones deudoras vencidas, debiendo condenarse a la

demandada a restituir a la actora la cantidad abonada en aplicación de dicha

cláusula. 

CUARTO.-  En cuanto a la comisión de apertura, la jurisprudencia del Tribunal

Supremo, y en concreto la Sentencia nº 816/2023, de 29 de mayo, establece que

“SÉPTIMO.-  La  STJUE de 16 de marzo de 2023 (asunto  C-565/21 )  1.-  En

primer lugar, la sentencia descarta que la comisión de apertura forme parte del

objeto  principal  del  contrato,  al  mantener  un  concepto  estricto  de  elemento

esencial en el contrato de préstamo, desde el punto de vista del prestatario, y

considerar únicamente como tal  el  interés remuneratorio.  Por  lo que en este

particular nuestra jurisprudencia debe ser modificada, en el sentido de que, al no

formar parte la comisión de apertura de los elementos esenciales del contrato,

en  los  términos  del  art.  4.2  de  la  Directiva  93/13/CEE,  de  5  de  abril,  sobre

cláusulas  abusivas  en  los  contratos  con  consumidores,  puede  ser  objeto  de

control de contenido (abusividad) aunque sea transparente. 2.- A continuación, la

STJUE  especifica  cuáles  son  los  elementos  que  debe  comprobar  el  juez
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nacional para concluir que la cláusula que establece la comisión de apertura de

un préstamo o crédito  hipotecario  es  clara  y  comprensible,  en  cuanto  a  sus

consecuencias jurídicas y económicas, como requisito previo de transparencia

para su licitud: (i) Evaluar las consecuencias económicas que se derivan para el

consumidor  de  dicha  cláusula,  lo  que  conllevará  que  pueda  entender  la

naturaleza de los  servicios  proporcionados como contrapartida  de los gastos

previstos en ella. (ii) Verificar que no hay solapamiento entre los distintos gastos

previstos en el contrato o entre los servicios que estos retribuyen. (iii) Comprobar

que la entidad financiera ha suministrado la información obligatoria conforme a la

normativa nacional y si la ha incluido en su oferta o publicidad previa en relación

con  el  tipo  de  contrato  suscrito  (iv)  Valorar  la  especial  atención  que  el

consumidor  medio  presta a una cláusula de este tipo,  en la  medida en que

estipula el  pago íntegro de una cantidad sustancial  desde el  momento de la

concesión del préstamo o crédito.

3.- A fin de constatar tales elementos, la STJUE facilita diversos instrumentos de

comprobación: (i) A los efectos de que el prestatario pueda ser consciente de la

carga económica de la comisión de apertura, el prestamista no tiene obligación

de precisar en el contrato la naturaleza de todos los servicios proporcionados

como  contrapartida  de  la  comisión  de  apertura,  pero  la  naturaleza  de  tales

servicios debe poder entenderse razonablemente o deducirse del contrato en su

conjunto (apartado 32). (ii) En concordancia con el control de transparencia que

se  realiza  respecto  de  otras  cláusulas  contractuales,  conforme  a  la  propia

jurisprudencia del TJUE, ha de darse especial relevancia a la información que la

entidad  financiera  debe  ofrecer  preceptivamente  conforme  a  la  normativa

nacional,  como  la  publicidad  ofrecida  sobre  esa  modalidad  contractual

(apartados 42 y 43). Más específicamente, el apartado 35 precisa: «[i]ncumbe al

juez nacional comprobar si la entidad financiera ha comunicado al consumidor

elementos suficientes para que este adquiera conocimiento del contenido y del

funcionamiento de la cláusula que le impone el pago de la comisión de apertura,

así  como de  su  función  dentro  del  contrato  de  préstamo.  De  este  modo,  el

consumidor  tendrá  conocimiento  de  los  motivos  que  justifican  la  retribución

correspondiente a esta comisión (véase, por analogía, la sentencia de 26 de
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febrero de 2015, Matei,  C-143/13, EU:C:2015:127, apartado 77) y podrá, así,

valorar el  alcance de su compromiso y,  en particular,  el  coste total  de dicho

contrato».  (iii)  De  dicha  información,  el  juez  debe  poder  deducir  que  el

prestatario  está  en  condiciones  de  evaluar  las  consecuencias  económicas

derivadas  de  la  cláusula  y  de  entender  la  naturaleza  de  los  servicios

proporcionados como contrapartida. (iv) También ha de valorarse la ubicación y

estructura de la cláusula en el contrato (apartado 46). 4.- A su vez, a efectos de

examinar la posible abusividad de la condición general, el TJUE considera: (i)

Respecto de la buena fe, que debe comprobarse que el prestamista tratando de

manera leal y equitativa con el consumidor, podía esperar razonablemente que

este  aceptaría  una  cláusula  de  ese  tipo  en  el  marco  de  una  negociación

individual (apartado 50). (ii) Respecto del desequilibrio importante, que no cabe

afirmar  que  una  cláusula  que  establezca  una  comisión  de  apertura  en  un

préstamo o crédito hipotecario no respete en todo caso el equilibrio entre los

derechos y las obligaciones de las partes que derivan del  contrato,  sino que

habrá  que valorar  que el  coste  no sea desproporcionado en relación  con el

importe del préstamo o que los servicios que se retribuyen con esta comisión no

están ya incluidos en otros conceptos cobrados al consumidor (apartados 51, 58

y 59). 5.- Es decir, en cuanto al control de contenido el Tribunal de Justicia parte

de que la comisión de apertura no es per se abusiva, sin perjuicio de que el

tribunal  nacional  competente deba comprobar que:  (i)  no pueda considerarse

razonablemente que los servicios proporcionados como contrapartida se prestan

en el ámbito de las prestaciones antes descritas; o (ii) que el importe que debe

abonar el consumidor en concepto de dicha comisión sea desproporcionado en

relación con el importe del préstamo.

OCTAVO.-  Consecuencias  casacionales  de  la  aplicación  de  la  doctrina  del

TJUE.  Aplicación  al  caso  1.-  Tras  la  exposición  de  esta  doctrina,  debemos

adelantar que no cabe una solución unívoca sobre la validez o invalidez de la

cláusula  que  establece  la  comisión  de  apertura,  puesto  que  dependerá  del

examen individualizado de cada caso, conforme a la prueba practicada. 2.- Lo

que debemos hacer, en consecuencia, desde el punto de vista casacional, es

comprobar  si  la  sentencia  recurrida  aplica  estos  criterios  establecidos  en  la
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sentencia del TJUE para realizar el control de abusividad de la cláusula en la

que se recoge la comisión de apertura. Lo que analizaremos a continuación. 3.-

Respecto a la información relacionada con la normativa nacional, a la que hace

referencia  el  apartado  42  de  la  sentencia  del  TJUE,  los  requisitos  de

transparencia de la comisión de apertura que exigía la normativa bancaria que

regía en la fecha del contrato (apartado 4.1 del anexo II de la Orden de 5 de

mayo  de  1994,  sobre  transparencia  de  las  condiciones  financieras  de  los

préstamos hipotecarios) eran los siguientes: (i)  la comisión debía comprender

todos  («cualesquiera»)  los  gastos  de  estudio,  concesión  o  tramitación  del

préstamo hipotecario, u otros similares inherentes a la actividad de la entidad

prestamista  ocasionada  por  la  concesión  del  préstamo;  (ii)  debía  integrarse

obligatoriamente  en  una  única  comisión,  que  tenía  que  denominarse

necesariamente «comisión de apertura»; (iii) dicha comisión se devengaría de

una sola vez; y (iv) su importe y su forma y fecha de liquidación debían estar

especificados en la propia cláusula. Todos estos parámetros se cumplen en el

caso  de  la  cláusula  litigiosa.  Además,  en  la  escritura  pública  consta  que  la

entidad financiera había entregado a los acreditados un ejemplar de las tarifas

de comisiones y el notario dio fe de que las condiciones financieras de la oferta

vinculante eran coincidentes con las del documento público, así como que el

proyecto de escritura había estado a disposición de los consumidores, para su

examen en la notaría, durante los tres días hábiles anteriores al otorgamiento.

4.- Este concepto legal de la comisión de apertura como retributiva de los gastos

de  estudio,  concesión  o  tramitación  del  préstamo  hipotecario  (en  general,

inherentes a la actividad de la entidad prestamista ocasionada por la concesión

del préstamo o crédito) ha sido expresamente asumido en el apartado 57 de la

referida sentencia del TJUE de 16 de marzo de 2023, al indicar que el destino de

la comisión de apertura es «de acuerdo con la normativa nacional pertinente

cubrir el coste de las actuaciones relacionadas con el estudio, la concesión o la

tramitación  del  préstamo  o  crédito».  Lo  que  reitera  el  apartado  59:  «[u]na

cláusula  contractual  regulada  por  el  Derecho  nacional  que  establece  una

comisión de apertura, comisión que tiene por objeto la remuneración de servicios

relacionados  con  el  estudio,  el  diseño  y  la  tramitación  singularizada  de  una

solicitud de préstamo o crédito hipotecario, los cuales son necesarios para su
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concesión, no parece, sin perjuicio de la comprobación que deberá efectuar el

juez competente, que pueda incidir negativamente en la posición jurídica en la

que  el  Derecho  nacional  sitúa  al  consumidor,  a  menos  que  no  pueda

considerarse  razonablemente  que  los  servicios  proporcionados  como

contrapartida se prestan en el ámbito de las prestaciones antes descritas o que

el importe que debe abonar el consumidor en concepto de dicha comisión sea

desproporcionado en relación con el importe del préstamo» (Énfasis añadido).

5.- En cuanto a la posibilidad de que el consumidor pueda entender la naturaleza

de los servicios prestados en contrapartida a la  comisión de apertura,  sobre

dicha base legal de que retribuye los gastos de estudio y preparación inherentes

a la concesión del préstamo, la cláusula figura claramente en la escritura pública,

individualizada en relación con otros pactos y condiciones (incluso los relativos a

otras comisiones), sus términos están resaltados y queda claro, mediante una

lectura comprensiva, que consiste en un pago único e inicial si se dispone de

una sola vez de la totalidad del crédito, tal y como sucedió. Y respecto de lo que

supone económicamente, también es fácilmente comprensible en cuanto a su

coste,  que  está  predeterminado  e  indicado  numéricamente,  y  además  los

prestatarios supieron de su cobro en la misma fecha, puesto que se les detrajo

del  total  dispuesto.  Aparte  de  que  se  incluye  como  uno  de  los  conceptos

integrantes de la TAE. 6.-  No hay solapamiento de comisiones por el  mismo

concepto, ya que del examen de la escritura pública no consta que por el estudio

y concesión del préstamo se cobrara otra cantidad diferente. En el documento

figuran  otras  comisiones,  pero  por  conceptos  distintos  y  claramente

diferenciados,  tanto  en  su  ubicación  como  en  su  enunciado,  cuales  son  la

comisión  por  subrogación,  la  comisión  de  reclamación  de  impagados,  la

comisión de compromiso sobre la parte de crédito no dispuesta o la comisión por

amortización anticipada. En concreto, el resto de las comisiones vienen definidas

y  reguladas  aparte,  en  los  siguientes  términos:  «c)  Comisión  de  gestión  de

reclamación de impagados de dieciocho euros y tres céntimos de euro (18.03 €)

por cada cuota pactada que resulte impagada a su vencimiento, a satisfacer en

el momento en que se genere la primera reclamación por escrito solicitando su

regularización, sin perjuicio del derecho de "La Caixa" a modificar el importe de

la  misma,  siempre  que  la  referida  modificación  haya  sido  debidamente
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comunicada al Banco de España, publicada en las tarifas de comisiones de "La

Caixa" y oportunamente comunicada al cliente con antelación razonable a su

aplicación».  «d)  Comisión  de  compromiso  sobre  la  parte  del  crédito  no

dispuesta, que se devengará día a día, se liquidará el último día de cada período

y se hará efectiva por vencido el primer día del período de pago siguiente: cero

por ciento (0%)». «e) Comisión por amortización anticipada: La parte acreditada

podrá realizar amortizaciones anticipadas siempre que se encuentre al corriente

en el  pago de lo  debido  con  arreglo  a  esta  escritura  y  que su  importe  sea

superior al cinco por ciento del límite del crédito. Se aplicará una comisión de

cincuenta centésimas de entero por ciento (0,50%) sobre el  importe de dicha

amortización, que se liquidará y satisfará por la parte acreditada en el momento

de su efectiva realización». 7.- Respecto de la proporcionalidad del importe, con

todas las cautelas que supone tener que examinar este requisito sin incurrir en

un control de precios, no parece que una comisión de 845 € sobre un capital de

130.000 € sea desproporcionada, en cuanto que supone un 0,65% del capital.

Según las estadísticas del coste medio de comisiones de apertura en España

accesibles en internet, dicho coste oscila entre 0,25% y 1,50%. 8.- De todo lo

cual, cabe concluir que, en este concreto caso, la cláusula que impuso el pago

de la comisión de apertura fue transparente y no abusiva.”

En el  caso concreto,  en la escritura de préstamo hipotecario,  aportada en el

Documento nº1 de la demanda, se establece en el pacto cuarto que “El Banco

percibirá  una comisión de apertura del  0,60 por  ciento sobre el  principal  del

préstamo, con un mínimo, en todo caso de 400 euros, que el prestatario hace

efectiva una sola vez”. 

Por tanto, en base a lo expuesto, se considera que la cláusula de comisión de

apertura  es  válida,  ya  que  se  indica  en la  propia  cláusula  de forma clara  y

comprensible que dicha comisión se devengaría de una sola vez, así como, el

importe, la forma y la fecha de liquidación. Asimismo, también se considera que

la cláusula es proporcionada en relación al capital prestado. 
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Es por ello, que se considera que esta cláusula es transparente, no pudiendo

declararse la nulidad de la cláusula de comisión de apertura.

QUINTO.-  Con  respecto  a  los  intereses  de  demora,  establece  el  Tribunal

Supremo en su Sentencia de 24 de abril de 2019 que “1.- La desproporción entre

los intereses nominales y los de demora a efectos de abusividad, como es este

caso,  ya  ha  tenido  una  respuesta  reiterada  y  uniforme  por  las  sentencias

671/2018, de 28 de noviembre, y 364/2016, de 3 de junio. 

Esta sala había estudiado desde el año 2015 el control de abusividad de los

intereses de demora en los préstamos personales e hipotecarios firmados por

consumidores. En las sentencias dictadas a partir de ese año había considerado

que, ante la falta de una previsión legal que fijara el criterio aplicable para el

control de su abusividad, el interés de demora no podía exceder de dos puntos

porcentuales sobre el interés remuneratorio. Si se superaba este porcentaje, la

cláusula se consideraba abusiva y la consecuencia era la supresión total  del

recargo que el interés de demora supone respecto del interés remuneratorio. Sin

embargo, este seguía devengándose por el capital pendiente de devolución.

Esa doctrina jurisprudencial  fue cuestionada por diversas resoluciones en las

que se pretendía que el TJUE declarara que no era conforme con el Derecho de

la Unión Europea. El TJUE decidió en su sentencia de 7 de agosto de 2018 que

la jurisprudencia de la  Sala Primera se ajusta  al  Derecho de la  Unión y,  en

particular,  a la Directiva 93/13, sobre las cláusulas abusivas en los contratos

celebrados con consumidores. 

2.- La cuestión se contrae, pues a la posible integración o no de la cláusula

declarada nula por abusividad por la sentencia recurrida, bien entendido que la

ratio decidendi de ésta para tal declaración no contradice la doctrina de la sala. 

3.- Para decidir esta segunda cuestión se ha de acudir a la citada sentencia

67/2018,  que  hace  un  exhaustivo  planteamiento  de  aquella  y,  en  lo  que

queremos destacar, afirma lo siguiente: 
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(i) En concreto, cuando se declara abusiva una cláusula que fija el interés de

demora en un contrato de préstamo, el TJUE, en su sentencia de 21 de enero de

2015, asuntos acumulados C-482/13 , C-484/13 , C-485/13 y C-487/13 , caso

Unicaja y Caixabank, con cita de la sentencia de 30 de mayo de 2013, asunto C-

488/11, caso Asbeek Brusse y de Man Garabito, ha declarado improcedente la

integración del contrato, pues tal declaración de abusividad no puede acarrear

consecuencias negativas para el consumidor, ya que los importes en relación

con los cuales se iniciaron los procedimientos de ejecución hipotecaria serán

necesariamente  menores  al  no  incrementarse  con  los  intereses  de  demora

previstos por dichas cláusulas.

El juez nacional, cuando aprecie el carácter abusivo de una cláusula penal en un

contrato celebrado entre un profesional y un consumidor, no puede reducir el

importe  de  la  pena convencional  impuesta  al  consumidor,  pues debe excluir

plenamente su aplicación.

Por esas razones, la consecuencia de la apreciación de la abusividad de una

cláusula que fija el interés de demora es su supresión, sin que el juez pueda

aplicar la norma supletoria del Derecho nacional, y sin que pueda integrarse el

contrato, pues no se trata de una cláusula necesaria para la subsistencia del

contrato en beneficio del consumidor.

(ii) Concluimos en aquellas sentencias que lo  que procede anular  y  suprimir

completamente, privándola de su carácter vinculante, es esa cláusula abusiva,

esto es, la indemnización desproporcionada por el  retraso en el  pago de las

cuotas del préstamo (el recargo sobre el tipo del interés remuneratorio), pero no

el  interés  remuneratorio,  que  sigue  cumpliendo  la  función  de  retribuir  la

disposición del dinero por parte del prestatario hasta su devolución.

Debe  recordarse  que  el  recargo  que  supone  el  interés  de  demora  sobre  el

interés remuneratorio comienza a devengarse cuando el prestatario incurre en

mora porque deja de pagar las cuotas del préstamo en las fechas convenidas,
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sin necesidad de que el banco dé por vencido el préstamo anticipadamente y

proceda a "cerrar la cuenta" del préstamo.

Y carece de lógica que el interés remuneratorio deje de devengarse cuando,

transcurrido  un  cierto  periodo  de  tiempo  durante  el  que  el  prestatario  se

encuentre en mora, el prestamista haya hecho uso de la facultad de vencimiento

anticipado, porque el ejercicio de esta facultad no afecta a la función que tiene el

interés remuneratorio de retribuir  la prestación del  prestamista de modo que,

anulada la cláusula abusiva,  el  interés remuneratorio  continúa devengándose

respecto del capital pendiente de devolución.

4.- Por tanto, la solución, conforme a esa doctrina, es que declarada la nulidad

de la cláusula que establece el interés de demora, cuando el prestatario incurra

en  mora  el  capital  pendiente  de  amortizar  sigue  devengando  el  interés

remuneratorio fijado en el contrato.”

En el caso que nos ocupa, en la escritura de préstamo hipotecario, se establece

en la cláusula sexta, unos intereses de demora de 15 puntos por encima del tipo

de interés aplicable. 

Por  tanto,  de  conformidad  con  la  mencionada  jurisprudencia,  no  procede

declarar la nulidad de la citada clausula, puesto que en la cláusula mencionada

no se excede de los dos puntos porcentuales sobre el  interés remuneratorio

pactado.

SEXTO.-  En  relación  a  la  cláusula  de  vencimiento  anticipado,  es  preciso

destacar que la cláusula de vencimiento anticipado  prevé que los prestamistas

pueden declarar que el préstamo venció anticipadamente (y exigir el  total  del

importe que queda pendiente de vencimiento) cuando el prestatario no cumple

con el pago de determinado número de cuotas. Esta cláusula es una condición

general  de  la  contratación,  por  lo  tanto,  está  sujeta  al  control  de  abusividad

directa.
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Por su parte, el Tribunal Supremo dispone en su Sentencia nº 271/2019, de 11

de  septiembre  de  2019,  que  “En  cuanto  a  la  jurisprudencia  del  TJUE,  la

sentencia de 14 de marzo de 2013, asunto C-415/11  (Aziz), sin declararlo de

manera expresa, dio a entender que una cláusula que preveía el vencimiento

anticipado por falta de pago de alguno de los plazos, sin ser abusiva  per se,

podía considerarse como tal atendiendo a las circunstancias del caso. En este

sentido, señala en el  apartado 73 que “En particular, por lo que respecta, en

primer lugar, a la cláusula relativa al vencimiento anticipado en los contratos de

larga  duración  por  incumplimientos  del  deudor  en  un  período  limitado,

corresponde  al  juez  remitente  comprobar  especialmente,  como  señaló  la

Abogado General en los puntos 77 y 78 de sus conclusiones, si la facultad del

profesional  de  dar  por  vencida  anticipadamente  la  totalidad  del  préstamo

depende  de  que  el  consumidor  haya  incumplido  una  obligación  que  revista

carácter esencial en el marco de la relación contractual de que se trate, si esa

facultad está prevista para los casos en los que el incumplimiento tiene carácter

suficientemente grave con respecto a la duración y a la cuantía del préstamo, si

dicha facultad constituye una excepción con respecto a las normas aplicables en

la materia  y  si  el  Derecho nacional  prevé medios adecuados y eficaces que

permitan al consumidor sujeto a la aplicación de esa cláusula poner remedio a

los efectos del vencimiento anticipado del préstamo". Lo que fue confirmado por

el posterior Auto del TJUE de 8 de julio de 2015 (asunto C-90/14 ), que mediante

la invocación del   art.  4.1 de la Directiva 93/13   (el juicio de abusividad debe

hacerse teniendo en cuenta la naturaleza de los bienes y servicios que sean

objeto  del  contrato  en  cuestión  y  considerando  todas  las  circunstancias  que

concurran en su celebración), reiteró la doctrina de la sentencia  Aziz. En suma,

para  que  una  cláusula  de  vencimiento  anticipado  supere  los  mencionados

estándares  debe  modular  la  gravedad  del  incumplimiento  en  función  de  la

duración y cuantía del préstamo, y permitir al consumidor evitar su aplicación

mediante una conducta diligente de reparación.

 2.-  En todo caso, ha de tenerse presente que la posible abusividad proviene de

los términos en que la condición general predispuesta permite el  vencimiento

anticipado, no de la mera previsión de vencimiento anticipado, que no es  per se
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ilícita.  Cuando el  examen se plantee en relación con la  ejecución de bienes

hipotecados, habrá que estar a lo dispuesto en el   art. 693.2 LEC , que en la

redacción vigente a la fecha en que se dictó la sentencia recurrida decía:  "Podrá

reclamarse la totalidad de lo adeudado por capital y por intereses si se hubiese

convenido el vencimiento total en caso de falta de pago de, al menos, tres plazos

mensuales sin cumplir el deudor su obligación de pago o un número de cuotas

tal  que suponga que el  deudor  ha incumplido su obligación por  un plazo,  al

menos, equivalente a tres meses, y este convenio constase en la escritura de

constitución en el asiento respectivo". 

Precepto que ha de ser interpretado conforme a lo dispuesto por el TJUE en el

Auto de 11 de junio de 2015 (asunto C-602/13), que declara:

"[l]a  Directiva  93/13 debe interpretarse  en el  sentido  de que,  cuando el  juez

nacional  haya  constatado  el  carácter  "abusivo"  -en  el  sentido  del  artículo  3,

apartado  1,  de  la  propia  Directiva  93/13   -  de  una  cláusula  de  un  contrato

celebrado  entre  un  consumidor  y  un  profesional,  la  circunstancia  de  que  tal

cláusula no haya llegado a aplicarse no se opone por  sí  sola  a que el  juez

nacional deduzca todas las consecuencias oportunas del carácter abusivo de la

cláusula en cuestión".

Es decir, ante el pacto de vencimiento anticipado en un contrato celebrado con

consumidores y siempre que se cumplan las condiciones mínimas establecidas

en el   art. 693.2 LEC  (en su redacción anterior a la ley 5/2019), los tribunales

deben valorar,  además, en el  caso concreto,  si  el  ejercicio de la facultad de

vencimiento anticipado por parte del acreedor está justificado, en función de los

criterios antes expuestos: esencialidad de la obligación incumplida, gravedad del

incumplimiento en relación con la cuantía y duración del contrato de préstamo y

posibilidad real del consumidor de evitar esta consecuencia; tal como estableció

la ya mencionada  STJUE de 14 de marzo de 2013 (asunto C-415/11).

OCTAVO.-    Asunción de la doctrina establecida por el TJUE en la sentencia de

26 de marzo de 2019 y los AATJUE de 3 de julio de 2019:

1.-   La STJUE de 26 de marzo de 2019,  que da respuesta a la petición de

decisión prejudicial planteada por este tribunal en el presente recurso, establece

cinco  premisas  de  las  que  necesariamente  hemos  de  partir:  i.  La  cláusula
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declarada abusiva no puede ser fragmentada a fin de dotar de validez a una

parte de su contenido.

ii. La jurisprudencia de esta sala sobre la aplicación supletoria de una norma de

Derecho nacional, sobre cuyo ajuste a la Directiva fue directamente interpelado

el TJUE, no es contraria a los arts. 6  y  7 de la Directiva 93/13/CEE , de 5 de

abril,  sobre  las  cláusulas  abusivas  en  los  contratos  celebrados  con

consumidores. En particular,  el  fallo de la mencionada STJUE indica que los

arts. 6 y 7 de la Directiva:

 "[n]o  se  oponen  a  que  el  juez  nacional  ponga  remedio  a  la  nulidad  de  tal

cláusula abusiva sustituyéndola por la nueva redacción de la disposición legal

que inspiró dicha cláusula, aplicable en caso de convenio entre las partes del

contrato, siempre que el contrato de préstamo hipotecario en cuestión no pueda

subsistir en caso de supresión de la citada cláusula abusiva y la anulación del

contrato en su conjunto exponga al consumidor a consecuencias especialmente

perjudiciales".

iii. Corresponde a los tribunales nacionales determinar si, una vez declarada

abusiva la cláusula de vencimiento anticipado, el contrato puede subsistir.

iv. Para la decisión sobre la subsistencia del  contrato,  el  apartado 60 de la

STJUE  establece  que  deberá  adoptarse  un  enfoque  objetivo  y  se  remite

expresamente  al  apartado  32  de  la   STJUE  de  15  de  marzo  de  2012,

Perenicová y Perenic , C-453/10 , que dice: "Por lo que se refiere a los criterios

que permiten determinar  si  un contrato puede efectivamente subsistir  sin  las

cláusulas abusivas, procede señalar que tanto el tenor del  artículo 6, apartado

1, de la Directiva 93/13  como los requisitos relativos a la seguridad jurídica de

las  actividades  económicas  abogan  por  un  enfoque  objetivo  a  la  hora  de

interpretar  esta  disposición,  de  manera  que,  como  ha  señalado  la  Abogado

General en los puntos 66 a 68 de sus conclusiones, la posición de una de las

partes en el contrato, en el presente caso el consumidor, no puede considerarse

el criterio decisivo que decida sobre el ulterior destino del contrato".

v. Únicamente si se entendiera que el contrato puede subsistir sin la cláusula de

vencimiento anticipado sería relevante la postura (opción) del consumidor. No

así cuando se considere que el contrato no puede subsistir.

Estas premisas son básicamente reproducidas por los  AATJUE de 3 de julio de
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2019 recaídos en los asuntos C-92/16 y C-167/16 . Si bien, el  ATJUE de 3 de

julio  recaído  en  el  asunto  C-486/16  ,  introduce  algunas  consideraciones

adicionales,  fundamentalmente  las  dos  siguientes:  a.  Es  posible  que,  si  se

cumplen los requisitos del  art. 693.2 LEC  (tras su reforma por la Ley 1/2013),

se pueda despachar ejecución hipotecaria, aunque en el contrato hubiera una

cláusula  de  vencimiento  anticipado  declarada  abusiva  por  resolución  judicial

firme, ya que "las consecuencias económicas sufridas por el consumidor no se

derivan de la cláusula abusiva, sino del incumplimiento contractual consistente

en  no  satisfacer  las  cuotas  mensuales  de  amortización,  que  constituye  su

obligación  esencial  en  el  marco  del  contrato  de  préstamo celebrado".  b.  No

existe ningún elemento que permita dudar de la conformidad de la normativa

nacional con el principio de efectividad. (…)

6.-  Sobre esta base, si bien en nuestro ordenamiento jurídico la nulidad de la

cláusula de vencimiento anticipado no comporta la desaparición completa de las

facultades del acreedor hipotecario, resulta evidente que conlleva la restricción

de  la  facultad  esencial  del  derecho  de  hipoteca,  que  es  la  que  atribuye  al

acreedor el poder de forzar la venta de la cosa hipotecada para satisfacer con su

precio  el  importe  debido  (art.  1858  CC).  En  particular,  en  un  contrato  de

préstamo hipotecario de larga duración, la garantía se desnaturaliza, pierde su

sentido.

7.-  En el préstamo hipotecario, la causa del préstamo y la causa de la hipoteca

están entrelazadas y no pueden fragmentarse, pues atañen tanto a la obtención

del  préstamo por  el  consumidor  en condiciones económicas más ventajosas,

como a la garantía real que tiene el prestamista en caso de impago.

En  la  sentencia  606/1997,  de  3  de  julio, establecimos  que:  "En  el  negocio

jurídico de constitución de hipoteca, la causa es la creación de un derecho real

con la  función  de garantía  de  una obligación;  a  su  vez,  tal  derecho real  de

hipoteca, ya constituido, es un derecho de carácter accesorio que sólo subsiste

si hay obligación garantizada". La causa típica del contrato de hipoteca consiste

esencialmente en el aseguramiento de una obligación, y no en la misma relación

obligatoria asegurada, pese a que el principio de accesoriedad del gravamen
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conlleve que la existencia y licitud del crédito sean presupuestos indispensables

para la propia validez del contrato de garantía. Es por esta razón que el art. 12

de  la  Ley  Hipotecaria  establece  que  en  la  inscripción  del  derecho  real  de

hipoteca  se  identificarán  las  obligaciones  garantizadas.  Se  trata  de  causas

interdependientes,  en  cuanto  que la  suerte  de  la  garantía  dependerá  de  las

vicisitudes de la obligación garantizada, pero no a la inversa.

 8.-  Bajo la consideración del contrato de préstamo hipotecario como un negocio

jurídico unitario o complejo, a la luz del apartado 32 de la STJUE  Perenicová ,

del apartado 68 de las conclusiones de la Abogada General en ese asunto, y de

las SSTJCE de 1 de abril de 2004, 14 de marzo de 2013 y 26 de enero de 2017,

el fundamento de la celebración del contrato para ambas partes fue la obtención

de un crédito más barato (consumidor) a cambio de una garantía eficaz en caso

de impago (banco).

De ser  así,  no puede subsistir  un contrato de préstamo hipotecario  de larga

duración  si  la  ejecución  de  la  garantía  resulta  ilusoria  o  extremadamente

dificultosa.

Parece claro que, si  el  contrato solo fuera un préstamo, la eliminación de la

cláusula  de vencimiento  anticipado no impediría  la  subsistencia  del  contrato.

Pero  si  es  un  negocio  jurídico  complejo  de  préstamo  con  una  garantía

hipotecaria, la supresión de la cláusula afecta a la garantía y, por tanto, a la

economía del contrato y a su subsistencia. El negocio jurídico tiene sentido si es

posible  resolver  anticipadamente  el  préstamo  y  ejecutar  la  garantía  para

reintegrarse la totalidad del capital debido y los intereses devengados, en caso

de que se haya producido un impago relevante del prestatario (…).

10.-  Deben interpretarse conjuntamente la STJUE de 26 de marzo de 2019 y el

ATJUE de 3 de julio de 2019 en el asunto C-486/16 , con la  STJUE de 14 de

marzo de 2013, caso C- 415/11   (   Aziz)  , y con nuestra jurisprudencia, de tal

manera que, siempre que se cumplan las condiciones mínimas establecidas en

el   art.  693.2 LEC   (en la  redacción dada por  la  Ley 1/2013),  los tribunales

deberán valorar, en el caso concreto, si el ejercicio de la facultad de vencimiento
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anticipado por parte del acreedor está justificado, en función de la esencialidad

de la obligación incumplida, la gravedad del incumplimiento en relación con la

cuantía y duración del contrato de préstamo y la posibilidad real del consumidor

de evitar esta consecuencia.

Se  trata  de  una  interpretación  casuística  en  la  que  habrá  que  ver  cuántas

mensualidades se han dejado de pagar en relación con la vida del contrato y las

posibilidades de reacción del consumidor.

Y dentro de dicha interpretación, puede ser un elemento orientativo de primer

orden comprobar si se cumplen o no los requisitos del  art. 24 de la Ley 5/2019,

de 15 de marzo  ,  reguladora de los contratos de crédito  inmobiliario  (LCCI),

puesto que la  STJUE de 20 de septiembre de 2018, asunto C-51/2017  (  OTP

Bank Nyrt  ) permite que quepa la sustitución de una cláusula abusiva viciada de

nulidad  por  una  disposición  imperativa  de  Derecho  nacional  aprobada  con

posterioridad (apartados 52 y 53 y conclusión segunda).

 Así lo declara también el apartado 62 de la STJUE de 26 de marzo de 2019,

aunque con referencia a la normativa anterior: "62. Pues bien ,  tal deterioro de

la posición procesal  de los consumidores afectados, en caso de recurrirse al

procedimiento  de  ejecución  ordinaria  en  lugar  de  seguir  el  cauce  del

procedimiento  especial  de  ejecución  hipotecaria,  es  pertinente  a  efectos  de

apreciar las consecuencias de la anulación de los contratos en cuestión y, según

lo declarado en el  apartado 59 de la presente sentencia,  podría justificar por

consiguiente,  siempre  que  exponga  a  dichos  consumidores  a  consecuencias

especialmente  perjudiciales,  que  los  órganos  jurisdiccionales  remitentes

sustituyeran  las  cláusulas  abusivas  por  la  versión  del  citado   artículo  693,

apartado 2, de la LEC  posterior a la celebración de los contratos controvertidos

en los litigios principales.  No obstante,  dado que las características de estos

procedimientos  de  ejecución  se  enmarcan  exclusivamente  en  la  esfera  del

Derecho  nacional,  corresponde  en  exclusiva  a  los  órganos  jurisdiccionales

remitentes llevar a cabo las comprobaciones y las comparaciones necesarias a

tal efecto".

Además, como se desprende de los apartados 48 y 49 del  ATJUE de 3 de julio

de 2019 (asunto C-486/16  ), el principio de efectividad del Derecho de la Unión
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no queda menoscabado porque, conforme al principio de autonomía procesal de

los  Estados  miembros,  una  demanda  de  ejecución  hipotecaria  pueda

sustentarse en la nueva redacción de una norma legal de carácter imperativo.

11.-  Conforme a  todo  lo  expuesto,  procede  aplicar  las  siguientes  pautas  u

orientaciones jurisprudenciales a los procedimientos de ejecución hipotecaria en

curso, en los que no se haya producido todavía la entrega de la posesión al

adquirente:

a. Los procesos en que, con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley 1/2013,

se  dio  por  vencido  el  préstamo  por  aplicación  de  una  cláusula  contractual

reputada nula, deberían ser sobreseídos sin más trámite.

b. Los procesos en que,  con posterioridad a la  entrada en vigor  de  la  Ley

1/2013,  se  dio  por  vencido  el  préstamo  por  aplicación  de  una  cláusula

contractual reputada nula, y el incumplimiento del deudor no reúna los requisitos

de  gravedad  y  proporcionalidad  antes  expuestos,  deberían  ser  igualmente

sobreseídos.

c. Los procesos referidos en el apartado anterior, en que el incumplimiento del

deudor revista la gravedad prevista en la LCCI, podrán continuar su tramitación.

d. Los  autos  de  sobreseimiento  dictados  conforme  a  los  apartados  a)  y  b)

anteriores no surtirán efecto de cosa juzgada respecto de una nueva demanda

ejecutiva basada, no en el vencimiento anticipado por previsión contractual, sino

en la aplicación de disposiciones legales (ATJUE de 3 de julio de 2019, asunto

C-486/16). Solución que no pugna con el art. 552.3 LEC, puesto que no se trata

de un segundo despacho de ejecución con fundamento en el mismo título, sino

de ejecuciones basadas en diferentes títulos (el contrato, en el primer caso, y la

ley en el segundo).

e. Debe entenderse que las disposiciones legales mencionadas en el apartado

anterior son las contenidas en la Ley de Contratos de Crédito Inmobiliario, pese

a que las resoluciones del TJUE se refieran expresamente al  art. 693.2 LEC  en

la redacción dada por la Ley 1/2013 y pueda haber alguna discordancia con la

disposición transitoria primera 4ª de la Ley 5/2019 . Y ello, porque:

El  art. 693.2 LEC , en su redacción anterior a la  Ley 5/2019, era una norma de

Derecho dispositivo, mientras que el art. 24   LCCI, al que ahora se remite, es
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imperativa.

La disposición transitoria primera 4ª LCCI, fruto de una enmienda transaccional

en el Congreso y una enmienda en el Senado, optó por la retroactividad limitada

para  evitar  que  una  sentencia  del  TJUE  contraria  al  informe  del  Abogado

General en la cuestión prejudicial que había presentado esta sala, pudiera hacer

directamente aplicable el 693.2 LEC en su anterior redacción. Por lo que sería

contradictorio  que  la  voluntad  del  legislador  se  volviera  en  contra  del

consumidor, cuando lo que se pretendió es protegerlo más allá de lo previsto en

el art. 693.2 LEC anterior a la reforma”.

En el caso que nos ocupa, se establece en la escritura de préstamo hipotecario,

aportada  en  el  Documento  nº2,  las  causas  de  resolución  y  vencimiento

anticipado, entre las que se incluye la falta de pago de tres de las cuotas de la

hipoteca. 

Por  tanto,  se  considera  que  procede  declarar  la  nulidad  de  la  cláusula  de

vencimiento anticipado. 

SÉPTIMO.-  Finalmente, la parte actora interesa la nulidad de datos de carácter

personal. 

Así pues, la Sentencia de la Sección 15 de la Audiencia Provincial de Barcelona

nº 300/2017, de 30 de junio establece que “23. En definitiva, al entender de la

recurrente, la cláusula es nula por infringir normas imperativas y, en concreto,

los apartados primero y segundo del artículo 4 Ley Orgánica de Protección de

Datos de Carácter Personal. Aceptamos, en términos generales, que la nulidad

de las condiciones generales, conforme a lo dispuesto en el  artículo 8 de la

LCGC, puede sostenerse cuando contravengan cualquier norma imperativa o

prohibitiva. El artículo 4 de la LOPDCP de 13 de diciembre de 1999, citado como

infringido por la demandante, dispone lo siguiente:

"1. Los datos de carácter personal sólo se podrán recoger para su tratamiento,

así como someterlos a dicho tratamiento, cuando sean adecuados, pertinentes y
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no excesivos en relación con el ámbito y las finalidades determinadas, explícitas

y legítimas para las que se hayan obtenido.

2. Los datos de carácter personal objeto de tratamiento no podrán usarse para

finalidades  incompatibles  con  aquellas  para  las  que  los  datos  hubieran  sido

recogidos. No se considerará incompatible el tratamiento posterior de éstos con

fines históricos, estadísticos o científicos."

24. La norma, por tanto, permite la utilización de los datos personales obtenidos

con ocasión de la contratación bancaria, siempre que su tratamiento y uso sea

conforme  con  una  finalidad  legítima.  La  cláusula  impugnada  se  remite  a  lo

establecido en la LOPDCP de 1999 y sujeta expresamente el tratamiento de los

datos  de  carácter  personal  a  lo  dispuesto  en  dicha  Ley.  Así  debe  ser

interpretada,  esto es,  cualquier  uso contrario  a  las previsiones de la  Ley de

Protección de Datos de Carácter Personal, no estaría amparado por la cláusula.

Además,  ésta  contempla  expresamente  la  revocación  de  la  autorización.  No

estimamos, por tanto, al igual que la sentencia apelada, que la cláusula sea nula.

Por tanto, conforme a lo expuesto, y en base a la cláusula decimonovena inserta

en la clase, no procede declarar la nulidad de la mencionada clausula. 

OCTAVO.- En materia de las costas,  las costas de la primera instancia deben

ser de cargo de la parte demandada, en aplicación de la doctrina emanada de la

STJUE de fecha 16 de julio de 2020, en los asuntos acumulados C-224/19 y

C-259/19, según la cual la Directiva 93/13 reconoce al consumidor el derecho de

acudir  a  un  juez  para  que  se  declare  el  carácter  abusivo  de  una  cláusula

contractual y para que se deje sin aplicar. Pues bien, condicionar el resultado de

la distribución de las costas de un procedimiento de esa índole únicamente a las

cantidades indebidamente pagadas y cuya restitución se ordena puede disuadir

al consumidor de ejercer tal derecho debido a los costes que implica una acción

judicial.  Como consecuencia de ello, “la Directiva 93/13, así como el principio de

efectividad, deben interpretarse en el sentido de que se oponen a un régimen

que permite que el consumidor cargue con una parte de las costas procesales

en función del  importe de las cantidades indebidamente pagadas que le son

restituidas a raíz de la declaración de la nulidad de una cláusula contractual por

tener carácter abusivo, dado que tal régimen crea un obstáculo significativo que
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puede  disuadir  a  los  consumidores  de  ejercer  el  derecho,  conferido  por  la

Directiva 93/13, a un control judicial efectivo del carácter potencialmente abusivo

de cláusulas contractuales.”

Esta doctrina ha sido seguida por el  Tribunal  Supremo aun en supuestos de

estimación parcial de la demanda, en materia de nulidad de cláusulas abusivas

en contratos de consumidores, que resulta proclive a la imposición de costas, de

acuerdo con la doctrina de la STS 4/2022, de 3 de enero de 2022 (ROJ: STS

126/2022), doctrina reiterada en la STS de 28 de febrero de 2022, n.º 148/2022,

que reproduce la STS 9 de diciembre de 2021 (ROJ: STS 4553/2022); SSTS de

28 de marzo de 2022 (ROJ: STS 1167/2022), 28 de marzo de 2022 (ROJ: STS

1069/2022), entre otras.

Por tanto, de conformidad con lo expuesto, procede la condena en costas a la 
parte demandada. 

VISTOS los artículos citados y demás de general y pertinente aplicación, 

FALLO

Que  estimo  parcialmente la  demanda  presentada  el  Procurador  de  los 
Tribunales D. Josep Farré  Lerín  actuando en representación 

de . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  contra  .......Banco...................., y en su 

virtud: 

1.Se declara el carácter abusivo de las siguientes cláusulas: cuarta de comisión

de reclamación de posiciones deudoras, quinta de gastos, sexta de intereses de

demora y sexta bis de vencimiento anticipado;

2. Se condena a la demandada a la devolución de las cantidades conforme a la

jurisprudencia imperante, y en relación a la clausula gastos, a la cantidad de
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786,81 euros, más los intereses legales desde el cargo en cuenta de cada uno

de los importes hasta la devolución total de los mismos por parte del banco; 

3. Se condena a la demandada al pago de las costas.

Modo de impugnación: recurso de  APELACIÓN ante la Audiencia Provincial

de Tarragona (art.455 de la LEC).

El  recurso  se  interpone  mediante  un  escrito  que  se  debe  presentar  en  la

Audiencia  Provincial  dentro  del  plazo  de  VEINTE días,  contados  desde  el

siguiente al de la notificación, en el que se debe exponer las alegaciones en que

se base la impugnación, citar la resolución apelada y los pronunciamientos que

impugna.  Además,  se  debe  constituir,  en  la  cuenta  de  Depósitos  y

Consignaciones  del  órgano  judicial  ate  el  que  se  interponga  el  recurso,  el

depósito a que se refiere la DA 15ª de la LOPJ reformada por la LO 1/2009, de 3

de noviembre. Sin estos requisitos no se admitirá la impugnación (arts. 458.1 y 2

de la LEC).

Lo acuerdo y firmo.
 La Jueza 

Puede consultar el estado de su expediente en el área privada de seujudicial.gencat.cat

Los interesados quedan informados de que sus datos personales han sido  incorporados  al  fichero de

asuntos de esta Oficina Judicial, donde se conservarán con carácter de confidencial, bajo la salvaguarda y

responsabilidad de la misma, dónde serán tratados con la máxima diligencia.

Quedan informados de que los datos contenidos en estos documentos son reservados o confidenciales y

que el tratamiento que pueda hacerse de los mismos, queda sometido a la legalidad vigente. 
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Los datos personales que las partes conozcan a través del proceso deberán ser tratados por éstas de

conformidad con la normativa general de protección de datos. Esta obligación incumbe a los profesionales

que representan y asisten a las partes, así como a cualquier otro que intervenga en el procedimiento.

El uso ilegítimo de los mismos, podrá dar lugar a las responsabilidades establecidas legalmente.

En relación con el tratamiento de datos con fines jurisdiccionales, los derechos de información, acceso,

rectificación,  supresión,  oposición  y  limitación  se  tramitarán  conforme  a  las  normas  que  resulten  de

aplicación en el proceso en que los datos fueron recabados. Estos derechos deberán ejercitarse ante el

órgano judicial u oficina judicial en el que se tramita el procedimiento, y las peticiones deberán resolverse

por quien tenga la competencia atribuida en la normativa orgánica y procesal.

Todo ello conforme a lo previsto en el Reglamento EU 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, en

la Ley Orgánica 3/2018, de 6 de diciembre, de protección de datos personales y garantía de los derechos

digitales y en el Capítulo I Bis, del Título III del Libro III de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder

Judicial.




